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La Constitución venezolana sigue la orientación del constitucionalismo moderno 
latinoamericano de establecer una extensa declaración y enumeración de 
derechos fundamentales, la cual se complementa con el establecimiento, en el 
propio texto constitucional, de la garantía judicial específica de dichos derechos, 
es decir, configurado como un derecho constitucional de todas las personas a ser 
amparados por los Tribunales en el goce y ejercicio de dichos derechos 
fundamentales. Como la ha definido la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia:  

“La acción de amparo, es, pues, una garantía de restablecimiento de la 
lesión actual o inminente a una ventaja esencial, producto de un acto, 
actuación u omisión antijurídica, en tanto contraria a un postulado en cuyo 
seno se encuentre reconocido un derecho fundamental”.1  

Por ello, el proceso de amparo en Venezuela se puede desarrollar, en principio, 
ante cualquier juez de primera instancia de la jurisdicción ordinaria, es decir, ante 
los tribunales civiles, mercantiles, laborales, penales, de menores, agrarios o de 
cualquier otra materia, y de los tribunales de la jurisdicción contencioso 
administrativa; o ante cualquier juez de la localidad si no hay uno de primera 
instancia.  

Se trata, por otra parte, de un proceso constitucional que se puede iniciar 
mediante el ejercicio de una acción autónoma de amparo, o mediante una petición 
de amparo formulada conjuntamente con otras acciones o recursos judiciales. Por 
ello, el amparo en Venezuela, además de ser una de las garantías 
constitucionales, es un derecho constitucional en si mismo: el derecho de 
amparo2, con características bien definidas en el derecho constitucional 
comparado de América Latina3. Dicho derecho constitucional ha sido regulado 

                                                           

1
  Véase sentencia nº 460 de 6–4–2001 (Caso: Only One Import, C.A. vs. Guardia Nacional), en Revista de 

Derecho Público, nº 85–88, Editorial Jurídica Venezolana (EJV), Caracas 2001, p. 437. 
2
  Véase Allan R. Brewer–Carías, El Derecho y la Acción de Amparo, Tomo V, Instituciones Políticas y 

Constitucionales, Editorial Jurídica Venezolana, Universidad Católica del Táchira, Caracas–San Cristóbal, 

1998. 
3
  Véase nuestros trabajos: Allan R. Brewer–Carías, Judicial Review in Comparative Law, Cambridge Studies 

in International and Comparative Law. New Series, Cambridge University Press, Cambridge 1989, 406 pp.; y 



ampliamente en el artículo 27 de la Constitución de 19994 siguiendo la orientación 
del artículo 49 de la Constitución de 19615, así: 

“Artículo 27: Toda persona tiene derecho a ser amparada por los tribunales 
en el goce y ejercicio de los derechos y garantías constitucionales, aun de 
aquellos inherentes a la persona que no figuren expresamente en esta 
Constitución o en los instrumentos internacionales sobre derechos 
humanos. 

El procedimiento de la acción de amparo constitucional será oral, público, breve, 
gratuito y no sujeto a formalidad, y la autoridad judicial competente tendrá 
potestad para restablecer inmediatamente la situación jurídica infringida o la 
situación que más se asemeje a ella. Todo tiempo será hábil y el tribunal lo 
tramitará con preferencia a cualquier otro asunto. 

                                                                                                                                                                                 

en Allan R. Brewer-Carías, Études de droit public comparé, Académie International de Droit Comparé, 

Bruylant, Bruxelles 2001, pp. 526-934; “El amparo a los derechos y libertades constitucionales y la acción de 

tutela a los derechos fundamentales en Colombia: una aproximación comparativa”, en Manuel José Cepeda 

(editor), La Carta de derechos. Su interpretación y sus implicaciones, Editorial Temis, Bogotá 1993, pp. 21-81, 

y en La protección jurídica del ciudadano. Estudios en Homenaje al Profesor Jesús González Pérez, Tomo 3, 

Editorial Civitas, Madrid 1993, pp. 2.695-2.748; El amparo a los derechos y libertades constitucionales. Una 
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Columbia Law School, New York, 2005, 383 pp. 
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  Véase en general, Hildegard Rondón de Sansó, “La acción de amparo constitucional a raíz de la vigencia 

de la Constitución de 1999”, en Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la UCV, nº 119, 

Caracas, 2000, pp. 147–172; Richard D. Henríquez Larrazábal, “El problema de la procedencia del amparo 

constitucional en el Derecho venezolano”, en Bases y principios del sistema constitucional venezolano 
(Ponencias del VII Congreso Venezolano de Derecho Constitucional realizado en San Cristóbal del 21 al 23 de 
Noviembre de 2001), Volumen II, pp. 403–475; Víctor R. Hernández–Mendible, “El amparo constitucional 

desde la perspectiva cautelar”, en El Derecho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al 
Profesor Allan R. Brewer–Carías, Tomo I, Edit. Civitas, Madrid, 2003, pp. 1219–1301; Allan R. Brewer-Carías, 

“Introducción general al régimen del derecho de amparo a los derechos y garantías constitucionales (el 

proceso de amparo)”, en Ley Orgánica de amparo sobre derechos y garantías constitucionales, Editorial 

Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 9-149. 
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  Véase en general Allan R. Brewer-Carías y Carlos Ayala Corao, en Ley Orgánica de amparo sobre 
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La acción de amparo a la libertad o seguridad podrá ser interpuesta por cualquier 
persona, y el detenido o detenida será puesto bajo la custodia del tribunal de 
manera inmediata, sin dilación alguna. 

El ejercicio de este derecho no puede ser afectado, en modo alguno, por la 
declaración del estado de excepción o de la restricción de garantías 
constitucionales”. 

Entre las reformas más importantes que introdujo esta norma respecto de lo que 
establecía el artículo 49 de la Constitución de 1961, se destacan las siguientes: 

En primer lugar, se estableció en forma expresa la característica del amparo como 
un “derecho” constitucional de toda persona, “a ser amparada por los tribunales en 
el goce y ejercicio de los derechos y garantías constitucionales”. 

En segundo lugar, en cuanto a los derechos amparables, se estableció que no 
sólo son los que la Constitución enumera, sino aquellos inherentes a la persona 
que no figuren expresamente, no sólo en la Constitución sino en los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos, los cuales, además, conforme a la 
propia Constitución, tienen rango constitucional y prevalecen incluso sobre el 
orden interno si contienen regulaciones más favorables (artículo 23). 

En tercer lugar, en cuanto al procedimiento, en lugar de establecer sólo que debía 
ser “breve y sumario” como lo hacía la Constitución de 1961, se indica que debe 
ser “oral, público, breve, gratuito y no sujeto a formalidad”, y agregando, además, 
que “todo tiempo será hábil y el tribunal lo tramitará con preferencia a cualquier 
otro asunto”. 

En cuarto lugar, no sólo se reiteró la competencia del juez para restablecer 
inmediatamente la situación jurídica infringida, sino alternativamente, “o la 
situación que más se asemeje a ella”. 

Y en quinto lugar se precisó expresamente que “el ejercicio de este derecho no 
puede ser afectado, en modo alguno, por la declaración del estado de excepción o 
de la restricción de garantías constitucionales”. 

De esta norma constitucional derivan las notas distintivas del derecho y acción de 
amparo en Venezuela, y entre ellas, su universalidad, la cual analizaremos 
específicamente en estas páginas, refiriéndonos, en primer lugar, a los derechos 
protegidos y las causas de la lesión o amenaza de lesión de los mismos; y en 
segundo lugar, a las formas de ejercicio de la acción de amparo, conforme se ha 
desarrollado por la jurisprudencia en aplicación de la Ley Orgánica de Amparo 
sobre Derechos y Garantías Constitucionales de 19886.  

                                                           

6
  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La reciente evolución jurisprudencial en relación a la admisibilidad del 

recurso de amparo”, en Revista de Derecho Público, n° 19, EJV, Caracas, julio-septiembre 1984, pp. 207-217; 

y “El derecho de amparo y la acción de amparo”, en Revista de Derecho Público, n° 22, Editorial Jurídica 

Venezolana, Caracas, abril-junio 1985, pp. 51-61. 



I.  LA UNIVERSALIDAD DEL AMPARO Y LAS CAUSAS DE LA LESIÓN O 
AMENAZA DE LESIÓN DE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES 

La acción de amparo procede en Venezuela para la protección de todos los 
derechos constitucionales enumerados en los artículos 19 a 129 de la Constitución 
(civiles, políticos, sociales y de las familias, culturales y educativos, económicos, 
de los pueblos indígenas, y ambientales), en los tratados internacionales relativos 
a derechos humanos y aquellos inherentes a la persona humana así no estén 
enumerados en la Constitución o en dichos tratados); y procede, además, contra 
cualquier acto, hecho u omisión de autoridades o de particulares que viole 
derechos o garantías constitucionales o amenace violarlos. Por tanto, no sólo no 
hay derechos constitucionales que no sean justiciables mediante la acción de 
amparo, sino que no hay actos, hechos u omisiones que escapen de la protección 
de la misma. 

1. El amparo contra autoridades y contra particulares 

De acuerdo al artículo 2º de la Ley Orgánica, 

“La acción de amparo procede contra cualquier hecho, acto u omisión 
provenientes de los órganos del Poder Público Nacional, Estadal o 
Municipal. También procede contra el hecho, acto u omisión originados por 
ciudadanos, personas jurídicas, grupos u organizaciones privadas, que 
hayan violado, violen o amenacen violar cualquiera de las garantías o 
derechos amparados por esta Ley”. 

Por tanto, la protección que puede otorgar el juez de amparo al goce y ejercicio de 
los derechos y garantías constitucionales, se plantea en el texto constitucional y 
en la Ley Orgánica no solo frente a actuaciones de autoridades públicas que 
puedan perturbar el goce y ejercicio de los derechos, sino también frente a las 
perturbaciones que puedan provenir de particulares, individuos o personas 
morales. En esta materia, la Constitución no distingue, por lo que la Ley Orgánica 
admite la acción de amparo frente a acciones que provienen de particulares7. Esto 
también contribuye a diferenciar la acción de amparo en Venezuela de la existente 
en otros sistemas, en los cuales el recurso de amparo sólo se concibe frente a 
autoridades; o de la existente en otros países en el sentido de limitar la acción 
contra particulares, solamente cuando ocupen posiciones de poder o ejerzan 
funciones públicas, por ejemplo, como concesionarios de servicios públicos.  

Por otra parte, en el caso de protección frente a perturbaciones provenientes de 
autoridades públicas, sin la menor duda debe afirmarse también que tal como lo 
regula el artículo 27 de la Constitución y la Ley Orgánica, esta protección procede 
frente a toda actuación pública, es decir, frente a todos los actos estatales y ante 
los actos materiales y vías de hecho de las autoridades públicas (art. 5°). 

                                                           

7
  Tal como sucede en Argentina después del caso Samuel Kot SRL. de 1958. S. V. Linares Quintana, Acción 

de Amparo, Buenos Aires, 1960, p. 25, G. R. Carrio, Algunos aspectos del recurso de amparo, Buenos Aires, 

1959, p. 13. 



Por tanto, la acción de amparo procede contra toda actuación de la 
Administración, aun cuando no configure un acto administrativo y no abra la vía 
contencioso administrativa, es decir, procede, por ejemplo, contra las actuaciones 
materiales de la Administración; contra sus vías de hecho; contra la abstención en 
actuar o cumplir una obligación; contra las omisiones, en fin, contra toda forma de 
actuación de la Administración e, incluso, por supuesto, contra determinados actos 
como los de trámite, cuando no puedan ser impugnados por la vía contencioso 
administrativa. 

Esta universalidad del amparo, por lo demás, fue precisada y desarrollada por la 
jurisprudencia, tanto de la antigua Corte Suprema como de la Corte Primera de la 
Contencioso Administrativo. Así lo señaló la Corte Primera de la Contencioso 
Administrativo en sentencia de 11 de noviembre de 1993 (Caso: Aura Loreto 
Rangel): 

“La lectura del artículo 2 de la Ley Orgánica de Amparo evidencia que no 
hay prácticamente ningún tipo de conducta, independientemente de su 
naturaleza o carácter, así como de los sujetos de los cuales provenga, del 
cual pueda predicarse que está excluido per se de su revisión por los 
jueces de amparo, a los efectos de determinar si vulnera o no algún 
derecho o garantía constitucional” 8 . 

El mismo criterio lo precisó la Sala Político Administrativa de la antigua Corte 
Suprema en sentencia de 24 de mayo de 1993, así: 

“Son muy amplios los términos en que la acción de amparo está 
consagrada en el artículo 49 del Texto Fundamental. Así, si bien es 
incuestionable lo extenso del ámbito de los derechos y garantías 
susceptibles de ser protegidos y restablecidos mediante esta vía procesal, 
tampoco puede limitarse a que la lesión sea producto de determinados 
actos solamente. En efecto, debe igualmente permitirse que cualquier acto 
lesivo –ya sea un acto, hecho u omisión– de derechos y garantías 
constitucionales sea posible de cuestionar mediante este medio procesal, 
ya que, siendo el objetivo de la acción de amparo la protección de cualquier 
norma que consagre uno de los llamados derechos subjetivos de rango 
constitucional, no puede sostenerse que esa protección es viable sólo en 
los casos en que el acto perturbador reúna determinadas características, ya 
sean desde el punto de vista material u orgánico. 

La jurisprudencia de esta Sala ha sido consecuente con ambos principios. En 
decisión del 31 de enero de 1991 (Caso: Anselmo Natale, registrada bajo el 
número 22) se señaló que “no puede existir ningún acto estatal que no sea 
susceptible de ser revisado por vía de amparo, entendiendo ésta, no como una 
forma de control jurisdiccional de la inconstitucionalidad de los actos estatales 
capaz de declarar su nulidad, sino –como se ha dicho– un remedio de protección 

                                                           

8
  Véase en Revista de Derecho Público, nº 55–56, EJV, Caracas, 1993, p. 284. 



de las libertades públicas cuyo objeto es restablecer su goce y disfrute, cuando 
alguna persona natural o jurídica, o grupo u organizaciones privadas, amenace 
vulnerarlas o las vulneren efectivamente” (véase además, en relación a la amplitud 
de los derechos fundamentales amparables, la decisión del 4–12–90, caso: 
Mariela Morales de Jiménez, Nº 661)9. 

En sentencia de 13 de febrero de 1992, la Corte Primera, por otra parte, precisó: 

“Observa esta Corte que la característica esencial del régimen de amparo, 
tanto en la concepción constitucional como en su desarrollo legislativo, es 
su universalidad... por lo cual hace extensiva la protección que por tal 
medio otorga, a todos los sujetos (personas físicas o morales que se 
encuentran en el territorio de la nación) así como a todos los derechos 
constitucionalmente garantizados, e incluso aquéllos que sin estar 
expresamente previstos en el texto fundamental, son inherentes a la 
persona humana. Este es el punto de partida para entender el ámbito del 
amparo constitucional. Los únicos supuestos excluidos de su esfera son 
aquéllos que expresamente señala el artículo 6 de la Ley Orgánica de 
Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales y, desde el punto de 
vista sustantivo, no hay limitaciones respecto a derechos o garantías 
específicas. 

Respecto a la Administración, el amparo contra la misma es de tal amplitud que se 
acuerda contra todos los actos, omisiones y vías de hecho, sin hacer exclusión 
alguna de determinadas materias de su competencia que, como se sabe, están 
siempre vinculadas con el orden público y con el interés social”10. 

Por tanto, ninguna actuación u omisión escapa al amparo, habiendo solo 
quedando excluidos de la acción, conforme se estableció en el artículo 6,6 de la 
ley Orgánica, “los actos de la Corte Suprema de Justicia”11, en virtud de que como 
lo había previsto el artículo 211 de la Constitución de 1961, no existía la 
posibilidad de intentar acción o recurso alguno contra las decisiones de la la más 
alta autoridad judicial del país.  

Por ello, incluso, conforme a la Constitución de 1961, las decisiones de los 
Cuerpos Legislativos adoptados en uso de sus atribuciones privativas y que 
conforme al artículo 159 de dicha Constitución no eran susceptibles de veto, 
examen o control de los otros Poderes del Estado, las mismas podían ser objeto 
de acción de amparo. Ello fue resuelto expresamente por la antigua Corte 
Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa en sentencia de 31 de enero 
de 1991 (Caso: Anselmo Natale), en la cual señaló que “no puede existir ningún 
acto estatal que no sea susceptible de ser revisado por vía de amparo, 
entendiendo ésta, no como una forma de control jurisdiccional de la 
                                                           

9
  Véase en Revista de Derecho Público, n° 55–56, EJV, Caracas, 1993, pp. 284–285. 

10
  Véase en Revista de Derecho Público, nº 49, EJV, Caracas, 1992, pp. 120–121. 

11
  Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa de 18–6–91, en FUNEDA, 15 

años de Jurisprudencia op. cit., p. 145; y en Revista de Derecho Público, nº 46, EJV, Caracas, 1991, p. 124. 



constitucionalidad de los actos estatales capaz de declarar su nulidad, sino como 
se ha dicho, un medio de protección de las libertades públicas cuyo objeto es 
restablecer su goce o disfrute, cuando alguna persona natural o jurídica, o grupos 
u organizaciones privadas, amenace vulnerarlas o las vulneren efectivamente”12. 
Por supuesto, si se trata de amparo contra actuaciones de la Administración no es 
necesario que se trate de un acto administrativo el que cause la lesión13, pudiendo 
intentarse la acción de amparo contra vías de hecho de la Administración14. 

A continuación haremos especial mención a los casos de acciones de amparo 
contra los actos jurídicos del Estado, en especial contra los actos legislativos, de 
gobierno, administrativos y judiciales (sentencias), particularmente por la 
necesidad de conciliar el ejercicio de la acción de amparo con el ejercicio de las 
vías de impugnación de dichos actos. La Ley Orgánica, en este sentido, regula 
expresamente el amparo contra leyes, contra actos administrativos y contra 
sentencias y providencias judiciales. 

2. El amparo contra leyes y demás actos normativos 

De acuerdo al artículo 3º de la Ley Orgánica: 

“También es procedente la acción de amparo cuando la violación o 
amenaza de violación deriven de una norma que colida con la Constitución. 
En este caso, la providencia judicial que resuelva la acción interpuesta 
deberá apreciar la inaplicación de la norma impugnada y el Juez informará 
a la Corte Suprema de Justicia acerca de la respectiva decisión”. 

Esta es, quizás, una de las instituciones más novedosas que incorporó la Ley 
Orgánica referida al denominado “amparo contra normas” que vino a perfeccionar 
y completar el sistema de control de la constitucionalidad de las leyes, agregando 
un tercer sistema de control (además de los métodos concentrado y difuso), el 
cual en ciertos aspectos se puede asimilar al denominado en México “amparo 
contra leyes”.15 En este caso, se permite el ejercicio del control de la 
constitucionalidad de las leyes por los jueces cuando conozcan de una acción de 
amparo ejercida contra una ley o un acto normativo que en forma directa e 
inmediata viole o amenace violar un derecho fundamental, y que por tanto, colida 
con la Constitución16. 

                                                           

12
  Véase en Revista de Derecho Público, nº 45, EJV, Caracas, 1991, p. 118. La tesis de la Corte Suprema fue 

reafirmada por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo en sentencia de 18–6–91, en Véase en 

Revista de Derecho Público, n° 46, EJV, Caracas, 1991, p. 125. 
13

  Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa de 25–6–93, Revista de Derecho 
Público, nº 53–54, EJV, Caracas, 1993, p. 255. 
14

  Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa, 8–5–91, Revista 
de Derecho Público, nº 46, EJV, Caracas, 1991, p. 127. 
15

  Héctor Fix–Zamudio, “Algunos problemas que plantea el amparo contra leyes”, Boletín del Instituto de 
Derecho Comparado de México, UNAM, nº 37, 1960, pp. 11 a 39. 
16

  La institución fue inspirada en el amparo contra normas que establecía la ley peruana de amparo antes 

de la reforma de la Constitución de 1992. Véase en general, Samuel B. Abad Yupanqui, “El amparo contra 



En estos casos de amparo contra normas, sin embargo, la decisión del juez no es 
anulatoria, sino que sólo debe apreciar la inaplicación de la norma respecto de la 
cual se solicita amparo, como una decisión de protección, que por ello, tiene 
efectos inter partes, es decir, en relación al accionante. De acuerdo al artículo 3 de 
la Ley, cuando se faculta al juez de amparo para resolver de inmediato 
“restablecer la situación jurídica infringida”, en este caso equivale a la suspensión 
de efectos de la ley respecto del accionante, es decir, su inaplicabilidad al 
accionante. 

Pero en relación al control de la constitucionalidad de las leyes, que la Ley 
Orgánica, además de prever el amparo contra normas, permite ejercer la acción 
de amparo, o más propiamente la pretensión de amparo, conjuntamente con la 
acción popular de inconstitucionalidad de las leyes ante la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia. 

En efecto, el mismo artículo 3º de la Ley Orgánica establece lo siguiente: 

“La acción de amparo también podrá ejercerse conjuntamente con la acción 
popular de inconstitucionalidad de las leyes y demás actos estatales 
normativos, en cuyo caso, la Corte Suprema de Justicia, si lo estima 
procedente para la protección constitucional, podrá suspender la aplicación 
de la norma respecto de la situación jurídica concreta cuya violación se 
alega, mientras dure el juicio de nulidad”. 

Como se observa, en estos casos la Ley Orgánica ha establecido una innovación 
fundamental consistente en permitir a la Sala, contrariamente a lo que había sido 
la tradición jurisprudencial, el suspender los efectos de la ley o acto normativo 
impugnado respecto de su aplicabilidad al accionante, cuando lo juzgue necesario 
para la protección constitucional, mientras dure el juicio de nulidad. Hasta la 
promulgación de la Ley Orgánica de Amparo en los juicios de nulidad de los actos 
estatales, la antigua Corte Suprema había negado sistemáticamente la posibilidad 
de suspender los efectos de los actos normativos, habiendo reducido su potestad 
de suspensión de efectos en juicio, respecto de los actos administrativos de 
efectos particulares.  

Ahora bien, en cuanto a la acción autónoma de amparo contra normas previstas 
en el artículo 3º de la Ley Orgánica, hemos sostenido que se trata de una vía 
directa de control difuso de la constitucionalidad de las leyes, que viene a 
completar el control difuso incidental que establece el artículo 20 del Código de 
Procedimiento Civil. Se trata de un control difuso pues permite a todo juez de 
amparo pronunciarse sobre la inconstitucionalidad de una ley por violación de 
derechos y garantías constitucionales; y es directo pues la cuestión constitucional 

                                                                                                                                                                                 

leyes” en Comisión Andina de Juristas, Lecturas Constitucionales Andinas, nº 3 Lima, 1994, pp. 129 a 152. 

Véase además, Allan R. Brewer-Carías, “La acción de amparo contra leyes y demás actos normativos en el 

Derecho venezolano”, en Liber Amicorum. Héctor Fix-Zamudio, Volumen I, Secretaría de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. San José, Costa Rica 1998, pp. 481-501. 



no se plantea en un juicio en forma incidental, sino como objeto directo de una 
acción de amparo, teniendo la decisión, en todo caso, efectos inter partes17.  

La Ley venezolana, por otra parte, no establece límite alguno respecto de la 
procedencia de la acción de amparo contra normas, y no requiere de la emisión de 
actos de ejecución de la misma. Sin embargo, a pesar de la claridad del artículo 3º 
de la Ley Orgánica de Amparo, la jurisprudencia de la Sala Político Administrativa 
de la antigua Corte Suprema impuso el criterio de que no procede la acción de 
amparo directamente contra normas, y que lo que procede, realmente, es la 
acción de amparo contra los actos de ejecución de la norma, que serían los actos 
lesivos18. En sentencia de 24 de mayo de 1993, incluso, la propia antigua Corte 
Suprema, en Sala Político Administrativa había considerado como obvio que “el 
mencionado artículo de la Ley Orgánica de Amparo no consagra la posibilidad de 
interponer esta acción de protección constitucional contra una ley u otro acto 
normativo sino contra el acto de aplicación o ejecución de ésta, el cual en 
definitiva es el que, en el caso concreto, puede ocasionar una lesión particular de 
los derechos y garantías constitucionales de una persona determinada”.19  

De estas sentencias resultó la adopción, por los tribunales venezolanos, de la tesis 
mexicana del amparo sólo contra las leyes auto aplicativas, respecto de las cuales 
la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo en sentencia de 18 de 
noviembre de 1993, resolvió así: 

“Con respecto a la inmediatez de la amenaza constitucional, lo cual implica 
una lesión cierta e inminente, observa esta Corte que en el caso específico 
de los actos normativos la doctrina ha distinguido entre las denominadas 
normas auto aplicativas y las de aplicación mediata. En cuanto a las 
primeras, su sola promulgación implica una inmediata obligatoriedad para 
las personas a las cuales se encuentra destinada, por lo cual son de 
aplicación automática. Por el contrario, las normas de afectación mediata e 
indirecta requieren de un acto de ejecución posterior, en cuyo caso la 
simple promulgación no podría producir una violación constitucional”20. 

3. El amparo respecto de los actos administrativos y contra conductas 
omisivas de la Administración 

                                                           

17
  Véase Allan R. Brewer–Carías, Nuevas tendencias en el contencioso administrativo en Venezuela, EJV, 

Caracas, 1993, p. 168. 
18

  Fue el caso de la en sentencia de 8–8–94, la Sala Político Administrativa al resolver un amparo en el 

caso de las declaraciones juradas de patrimonio exigidas a los administradores de bancos por la Ley de 

Emergencia Financiera de 1994. Véase el texto en Allan R. Brewer–Carías y Carlos Ayala Corao, El derecho a 
la intimidad y a la vida privada y su protección frente a las injerencias abusivas o arbitrarias del Estado, 
Caracas, 1995, pp. 214 a 216. 
19

  Véase en Revista de Derecho Público, nº 55–56, EJV, Caracas, 1993, pp. 287–288. Véase también 

sentencia de 19–11–92 (Caso: Electrificación del Caroní, EDELCA, nº 54). 
20

  Véase en Revista de Derecho Público, nº 55–56, EJV, Caracas, 1993, p. 285. La Corte Suprema, sin 

embargo, en sentencia de 24–5–93 materialmente negó la posibilidad de leyes autoaplicativas. Véase en 

Revista de Derecho Público, nos
 55–56, EJV, Caracas, 1993, pp. 288 a 290. 



De acuerdo al artículo 5º de la Ley Orgánica: 

“La acción de amparo procede contra todo acto administrativo, actuaciones 
materiales, vías de hecho, abstenciones u omisiones que violen o 
amenacen violar un derecho o garantía constitucionales, cuando no exista 
un medio procesal breve, sumario y eficaz, acorde con la protección 
constitucional”. 

Por tanto, la acción de amparo procede también contra actos administrativos o 
contra conductas omisivas de la Administración que violen o amenacen violar un 
derecho o garantía constitucionales, pero siempre que no exista “un medio 
procesal breve, sumario y eficaz, acorde con la protección constitucional”. En 
consecuencia, si dicho medio existe no es admisible la acción de amparo; 
pudiendo ser dicho medio el recurso contencioso administrativo de anulación, 
siempre que exista en la localidad un tribunal con competencia contencioso 
administrativa, y se formule en el mismo conjuntamente con la pretensión de 
nulidad, la pretensión de amparo21.  

En estos casos, agrega el artículo 5° de la Ley Orgánica, el Juez, en forma breve, 
sumaria y efectiva, si lo considera procedente para la protección constitucional, 
suspenderá los efectos del acto recurrido como garantía de dicho derecho 
constitucional violado, mientras dure el juicio. 

Para garantizar que este recurso contencioso administrativo de anulación y 
amparo, sea un medio procesal breve, sumario y efectivo, acorde con la 
protección constitucional, el Parágrafo Único del artículo 5° de la Ley Orgánica 
precisa que: 

“Cuando se ejerza la acción de amparo contra actos administrativos 
conjuntamente con el recurso contencioso administrativo que se 
fundamente en la violación de un derecho constitucional, el ejercicio del 
recurso procederá en cualquier tiempo, aun después de transcurridos los 
lapsos de caducidad previstos en la Ley; y no será necesario el 
agotamiento previo de la vía administrativa”. 

Sobre el carácter extraordinario de la acción de amparo contra actos 
administrativos, la jurisprudencia en Venezuela ha sido muy variable. La posición 
inicial fue considerar que frente a un acto administrativo no resultaba procedente 
ejercer la acción autónoma de amparo, si contra el mismo podía interponerse el 
recurso contencioso administrativo de anulación con la pretensión de amparo 
como lo autoriza el artículo 5° de la Ley22. Sin embargo, posteriormente se 

                                                           

21
  Véase sentencias de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 25–1–89 y 9–

8–89 en Revista de Derecho Público, n° 39, EJV, Caracas, 1989, p. 139. 
22

  Véase Corte Primera de lo Contencioso Administrativo 24–5–88, véase en Revista de Derecho Público, 
nº 34, EJV, Caracas, 1988, p. 126Conforme a esta doctrina la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo 

desarrolló una constante jurisprudencia conforme a la cual consideró improcedente la acción autónoma de 

amparo contra actos administrativos lesivos de los derechos de los funcionarios públicos, estableciendo que 



comenzó a estimar que la acción autónoma de amparo contra un acto 
administrativo sólo procedía cuando se diesen circunstancias excepcionales o 
extraordinarias que no pudieran resolverse por la vía contencioso administrativa23, 
para desembocar, a partir de 1993, con el criterio de que el recurso contencioso 
de anulación no es un medio eficaz para la protección constitucional. En tal 
sentido la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo sostuvo que: 

“[…] no es posible admitir, que el recurso contencioso administrativo de 
anulación sea el medio breve, sumario y eficaz sustitutivo del amparo pues, 
si así fuera, el artículo 2 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y 
Garantías Constitucionales vendría a ser superfluo, a menos en lo atinente 
a que la acción de amparo procede contra cualquier acto de la 
Administración, bastando la interposición conjunta de ambos mecanismos 
procesales. Por lo demás, admitir tal interpretación sería tanto como negar 
la posibilidad de la acción de amparo autónoma contra actos 
administrativos, por tanto, este razonamiento del a quo resulta no ajustado 
a derecho y así se declara”24. 

En todo caso, el tema central en relación con el ejercicio de la acción autónoma de 
amparo contra actos administrativos, es el de los efectos de la decisión de 
amparo, que no tiene carácter anulatorio sino de mera suspensión de efectos del 
acto, lo que implica que el acto administrativo lesivo queda incólume en cuanto a 
su validez, por lo que para que la protección constitucional sea integral debe 
buscarse su anulación posterior por la vía contencioso administrativa. Para ello, el 
juez que otorgue amparo contra un acto administrativo debería imponerle al 
agraviado la obligación de impugnar el acto administrativo ante el tribunal 
contencioso administrativo competente. 

Pero la acción de amparo no sólo procede contra actos administrativos sino 
también contra conductas omisivas de la Administración, para lo cual debe existir 
mora frente a un requerimiento del interesado. Es decir, es necesario que el 
                                                                                                                                                                                 

en esos casos la acción contencioso-administrativa funcionarial, constituía un medio idóneo para la 

protección constitucional, al punto de considerar que “Distinta interpretación, supondría efectos 

derogatorios sobre la casi totalidad de los procedimientos jurisdiccionales existentes en el régimen jurídico 

venezolano. Véase sentencia de 3–06–88, en Revista de Derecho Público, nº 35, EJV, Caracas, 1988, p. 129. 

En sentido coincidente, véase las sentencias de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa de 7–7–

88, Revista de Derecho Público, nº 35, EJV, Caracas, 1988, p. 130; de 16–6–88, Revista de Derecho Público nº 

35, EJV, Caracas, 1988, p. 138; de 20–4–89, Revista de Derecho Público, nº 38, EJV, Caracas, 1989 p. 109; y de 

5–2–90 en FUNEDA, 15 años de Jurisprudencia, op. cit., p. 235. En sentido similar el Tribunal Superior 

Contencioso-Administrativo de la Región Capital en sentencias de 14–2–91 y 31–1–91 Revista de Derecho 
Público, nº 45, EJV, Caracas, 1991, pp. 113, 114 y 119, ha considerado que el recurso contencioso-

administrativo con pretensión de amparo es la vía eficaz para la protección constitucional. 5–2–90. Véase en 

Revista de Derecho Público, nº 41, EJV, Caracas, 1990, p. 114. 
23

  Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de 9–7–91, en Revista de 
Derecho Público, nº 47, EJV, Caracas, 1991, p. 131. 
24

  Véase sentencias de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa de 23–4–93, en Revista de 
Derecho Público, nº 53–54, EJV, Caracas, 1993, pp. 263–264; de 1–4–93, Revista de Derecho Público, n

o
 53–

54 EJV, Caracas, 1993, p. 271 y antes, de 19–9–90 en FUNEDA, 15 años de Jurisprudencia…, op. cit., p. 149. 



presunto agraviado se haya dirigido en forma previa a la presunta autoridad 
agraviante, dando inicio a un procedimiento constitutivo, de manera que no se 
puede accionar por abstención cuando no habido requerimiento del administrado 
para que la autoridad administrativa emita algún acto administrativo25.  

Particular importancia tiene el amparo contra las conductas omisivas en los casos 
de silencio de la Administración en los procedimientos constitutivos del acto 
administrativo, que se han estimado como violatorias al derecho de petición, pues 
en esos casos, sólo considerar el silencio como rechazo, no satisface la garantía 
constitucional del derecho de petición. En tales casos, la jurisprudencia ha 
considerado que el accionante puede “exigir que se cumpla el contenido de tal 
derecho, a saber, que se le confiera la pretensión deducida ante la Administración; 
que se dicte la declaración que pretende; o bien que se le señalen los motivos por 
los cuales no puede la Administración acceder a ninguna de las actuaciones 
precedentemente señaladas”26.  

En el caso de silencio en el procedimiento de impugnación del acto administrativo, 
en cambio, la jurisprudencia ha considerado que no procede la acción de 
amparo27, salvo cuando el objeto de la misma sea un acto denegatorio tácito 
producto del silencio en el procedimiento constitutivo.28 De acuerdo a esta 
jurisprudencia puede entonces decirse que la antigua Corte Suprema exigió para 
la procedencia de la acción de amparo contra conductas omisivas de la 
Administración, en forma acumulativa o concurrente, la existencia de dos 
requisitos: 

“[…] a)  que la conducta omisiva que se denuncia sea absoluta, lo que 
significa que la Administración no haya en ningún momento realizado la 
actuación debida; y b) que la omisión ocurra ante una obligación genérica, 
es decir, aquella obligación que tiene el funcionario de actuar en ejercicio 
de las atribuciones correspondientes a su cargo distinta, por tanto, a la 
obligación específica que se ha exigido para la procedencia de la acción 
contencioso-administrativa por abstención. De manera que sólo cuando 
ante una obligación genérica, procedimental, de tramitar o proveer un 
asunto inherente al cargo del funcionario, éste incurre en una conducta 

                                                           

25
  Sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 18–11–93, en Revista 

de Derecho Público n
os

 55–56, EJV, Caracas, 1993, p. 295. 
26

  Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de 17–12–85, citada en 

sentencia de la misma Corte Primera de 13–2–86. FUNEDA, 15 años de Jurisprudencia, cit., pp. 312–313. 
27

  Véase sentencia de la Sala Político Administrativa de la antigua Corte Suprema de 23–5–88, (Caso: 

Fincas Algaba), en Revista de Derecho Público, nº 35, EJV, Caracas, 1988, pp. 109–112. Véase además, 

sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 11–7–91, (Caso: J. E. Durán 
Díaz). 
28

  Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de 13–8–92, (Caso: N. J. Salas Grado) en Revista de 
Derecho Público, nº 51, EJV, Caracas, 1992, pp. 173 y 174. 



omisiva, es que resulta procedente la acción extraordinaria de amparo 
constitucional”29. 

Por supuesto, en todos estos casos de procedencia de la acción de amparo contra 
la mora de la Administración, como violatoria del derecho a obtener oportuna 
respuesta garantizado en el artículo 67 de la Constitución, la consecuencia de la 
violación de tal derecho, como lo ha señalado la Corte Primera de lo Contencioso 
Administrativo, “sólo implica ordenar a la autoridad administrativa que otorgue la 
respuesta correspondiente”30. 

Por último, debe señalarse que en los casos de silencio positivo la Corte Primera 
de lo Contencioso Administrativo también ha admitido la acción de amparo, ante la 
omisión de la Administración de darle los efectos positivos originados por su 
abstención31. 

4. El amparo contra sentencias y demás actos judiciales 

Por último, en relación al amparo contra actos estatales, el artículo 4º de la Ley 
Orgánica establece que: 

“Igualmente procede la acción de amparo cuando un Tribunal de la 
República, actuando fuera de su competencia, dicte una resolución o 
sentencia u ordene un acto que lesione un derecho constitucional”. 

De esta norma podría interpretarse, ante todo, que si la decisión judicial violatoria 
de un derecho constitucional se dicta por un juez actuando dentro de su 
competencia (por la materia o por el territorio), no procedería la acción autónoma 
de amparo, sino que la pretensión de amparo debería ejercerse conjuntamente 
con el recurso de apelación o el recurso de casación que corresponda. Ello es lo 
que resultaría de la interpretación literal de la norma, con el objeto de salvaguardar 
los medios ordinarios y extraordinarios de revisión de decisiones judiciales, que en 
estos casos tendrían efectos suspensivos, y por tanto, de protección constitucional 
inmediata 

Sin embargo, el problema de interpretación resultaría de los casos en los que no 
esté prevista en el ordenamiento procesal una vía ordinaria o extraordinaria de 
revisión de sentencias, o éstas no procedan, o no se hayan ejercido 
oportunamente. La jurisprudencia, en este sentido, ha conformado en estos casos 
la doctrina más acorde con la protección constitucional que consagra la Ley 
Orgánica, pues en definitiva, ningún Tribunal tiene ni puede tener competencia 
para dictar decisiones en las cuales lesione derechos o garantías constitucionales. 
                                                           

29
  Véase sentencias de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 5–11–92 

(Caso: Jorge E. Alvarado), en Revista de Derecho Público, nº 52, EJV, Caracas, 1992, p. 187; y de 18–11–93, 

en Revista de Derecho Público, n
os

 55–56, EJV, Caracas, 1993, p. 295. 
30

  Véase sentencia de 26–8–93 (Caso: Inversiones Klanki), en Revista de Derecho Público, n° 55–56, EJV, 

Caracas, 1993, p. 294. 
31

  Véase sentencia de 20–12–91 (Caso: BHO, C.A.), en Revista de Derecho Público, nº 48, EJV, Caracas, 

1991, pp. 141–143. 



En todo caso, en el supuesto regulado en el artículo 4º y con el objeto de 
salvaguardar las jerarquías judiciales de revisión, se establece expresamente que 
“La acción de amparo debe interponerse por ante un Tribunal superior al que 
emitió el pronunciamiento, quien decidirá en forma breve, sumaria y efectiva”. 

Además, debe mencionarse, como antes se advirtió, que la Ley expresamente 
excluye el ejercicio de la acción de amparo “cuando se trate de decisiones 
emanadas de Tribunal Supremo de Justicia” (Art. 6, Ord. 6°), lo que tiene su 
explicación en la garantía institucional que prevé la Constitución en el sentido de 
que siendo dicho Tribunal el más alto de la República, contra sus decisiones no se 
puede oírse ni admitirse recurso alguno32.  

Ahora bien, en relación al amparo contra sentencias33, la jurisprudencia ha 
precisado sus contornos precisando, ante todo, que es necesario que exista un 
acto judicial lesivo, es decir, que lesione o amenace lesionar un derecho 
constitucional, para lo cual ningún tribunal puede tener competencia.34 La 
expresión legal “actuando fuera de su competencia” ha sido interpretada por la 
Sala Político Administrativa de la antigua Corte Suprema, en sentencia de 12 de 
diciembre de 1989 (Caso: El Crack C.A) como equivalente a un tribunal que 
“usurpa funciones, ejerciendo unas que no le son conferidas o hace uso indebido 
de las funciones que le han sido atribuidas, lesionando con su actuación derechos 
o garantías constitucionales”35. 

De acuerdo a esta doctrina, por tanto, y dada la garantía de la cosa juzgada que 
protege a las decisiones judiciales, no basta para que sea procedente una acción 
de amparo contra sentencias que el accionante sólo señale que la sentencia le fue 
adversa, sino que debe alegar abuso o exceso de poder del juez, como forma de 
incompetencia36.  

El tema, particularmente en relación a la garantía de la cosa juzgada fue objeto de 
consideración detallada y particular por la Sala de Casación Civil de la antigua 
Corte Suprema de Justicia en sentencia de 5 de diciembre de 1990 al analizar el 
                                                           

32
  Véase la sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 5–12–90 en 

Revista de Derecho Público, nº 45, EJV, Caracas, 1991, p. 119. 
33

  Véase, entre otras, la sentencia de la Sala Constitucional nº 848 de 28–7–2000 (Caso: Luis A. Baca vs. 
Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y del Tránsito del Primer Circuito de la 
Circunscripción Judicial del Estado Bolívar), en Revista de Derecho Público, n° 83, EJV, Caracas, 2000, p. 296 

ss. 
34

  Véase Allan R. Brewer–Carías, “El problema del amparo contra sentencias o de cómo la Sala de 

Casación Civil remedia arbitrariedades judiciales” en Revista de Derecho Público, nº 34, EJV, Caracas, 1988, 

p. 164; y “El recurso de amparo contra sentencias de amparo dictadas en segunda instancia”, en Revista de 
Derecho Público, n° 36, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, octubre-diciembre 1988, pp. 160-172. 
35

  Véase en Revista de Derecho Público, n° 41, EJV, Caracas, 1990, pp. 110–111. En igual sentido se 

destacan las sentencias de la misma Sala Político Administrativa de 27–6–90, 4–7–90, 7–8–90, 5–12–90 y 

31–5–91, citadas en Revista de Derecho Público, n° 46, EJV, Caracas, 1991, p. 132. Igualmente, sentencia de 

4–2–93, Revista de Derecho Público n
o
 53–54, EJV, Caracas, 1993, p. 276. 

36
  Véase sentencia antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 31–5–91, Revista de 

Derecho Público, nº 46, EJV, Caracas, 1991, p. 132. 



artículo 4º de la Ley Orgánica, en la cual estableció los casos en los que puede 
intentarse y ser admitida la acción autónoma de amparo contra decisiones 
judiciales cuando: 

“1. El juez actuando fuera de su competencia, entendida ésta en el 
sentido de la jurisprudencia transcrita, vulnera una garantía o derecho de 
rango constitucional; 

2. La decisión constituya un acto lesivo a la conciencia jurídica, al 
infringir en forma flagrante, por ejemplo, los derechos individuales que no 
pueden ser renunciados por el afectado; o 

3. El fallo vulnere el principio de seguridad jurídica, proveyendo contra 
la cosa juzgada, o fuese proferido en un proceso donde evidentemente no 
se hubiese garantizado al solicitante del amparo las debidas oportunidades 
de defensa, o se hubiese irrespetado de alguna otra manera la garantía del 
debido proceso”37. 

La Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, en una sentencia de 9 
septiembre de 1993, también señaló la relación entre la importancia de la cosa 
juzgada y la procedencia de la acción de amparo, la cual nunca puede constituirse 
en una tercera instancia, precisando lo siguiente: 

“En atención a esa vocación de la definitividad que tienen las decisiones 
emanadas de los tribunales y a las suficientes garantías que ofrecen a las 
partes en conflicto los procedimientos judiciales, el amparo contra las 
sentencias debe estar sometido a estrictos requisitos, tendentes a impedir 
que, so pretexto de solicitar amparo de derechos constitucionales 
pretendidamente violados, se esté intentando realmente reabrir 
indefinidamente los asuntos ya judicialmente decididos e impugnar 
sentencias por vías diferentes o adicionales a los recursos que el propio 
ordenamiento jurídico procesal ofrece para ello. Es razonable, por tanto, 
que se exija –como requisito de procedencia del amparo contra sentencias– 
el que la conducta del juez accionado constituya un abuso de poder o una 
grave usurpación o extralimitación de funciones, que lesione 
simultáneamente un derecho constitucional. En cambio, no podría proceder 
el amparo cuando el juez haya actuado dentro de los límites de su oficio, 
sólo que el accionante no está de acuerdo con los criterios jurídicos 
utilizados por aquél al adoptar su decisión...”38. 

Por otra parte, la Corte Primera también consideró que no son procedentes, en 
principio, las pretensiones de amparo contra sentencias que puedan ser objeto de 
apelación en ambos efectos; excepto en los casos en los que la actividad procesal 
pueda perjudicar a terceros, en tanto que éstos no hayan tenido la posibilidad real 
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  Caso José Díaz Aquino, (consultada en original). Citada también en sentencia de 14–12–94 de la misma 

Sala de Casación (consultada en original, Caso Cimarrón). 
38

  Véase en Revista de Derecho Público, nº 55–56, EJV, Caracas, 1993, p. 297. 



de acceso al proceso y no hayan ejercido efectivamente su derecho a la 
defensa.39 

Por otra parte, en relación al amparo contra sentencias y demás actos judiciales, 
otro aspecto que debe destacarse es que la aplicación del artículo 4º de la Ley 
Orgánica de Amparo sólo procede cuando el juez en concreto actúa en ejercicio 
de funciones jurisdiccionales, en cuyo caso, el juez competente para conocer de la 
acción es el tribunal superior al que emitió el pronunciamiento. En cambio, en los 
supuestos en los cuales un juez dicte un acto actuando en función administrativa 
(no jurisdiccional), por ejemplo, cuando actúa como registrador mercantil, la 
competencia para conocer de la acción de amparo corresponde al tribunal de 
primera instancia que lo sea en la materia afín con la naturaleza del derecho 
violado”40. 

Por otra parte, el artículo 4º de la Ley Orgánica, al regular la posibilidad de 
ejercicio de la acción de amparo contra sentencias, no estableció ningún límite41, 
por lo que evidentemente que una acción de amparo también puede intentarse 
contra una sentencia dictada en un juicio de amparo, siempre que en ésta, el juez, 
actuando fuera de su competencia en el sentido antes indicado, lesione un 
derecho o garantía constitucional.42 En estos casos, por tanto, cuando se ejerce 
una acción de amparo contra una sentencia dictada en un juicio de amparo, ella 
debe estar motivada por el hecho de que la sentencia atacada, en sí misma, e 
independientemente del fondo de la causa decidida, lesiona ilegítimamente un 
derecho constitucional. Por ello, en estos casos, no se busca “reabrir” una 
controversia judicial ya decidida y finalizada; es decir, el juez de amparo contra 
sentencias no puede “reabrir” el proceso decidido en la sentencia impugnada, sino 
que limita su actuación a juzgar si la sentencia, en sí misma, viola ilegítimamente 
un derecho constitucional a objeto de ordenar el inmediato restablecimiento de la 
situación jurídica lesionada por la decisión judicial.  

La Sala de Casación Civil de la antigua Corte Suprema de Justicia en sentencia de 
8 de diciembre de 1995 (Caso: Mavesa), sobre la posibilidad de interponer una 
acción de amparo contra una decisión judicial pronunciada en un procedimiento de 
amparo constitucional, indicó que ello es procedente: 

                                                           

39
  Véase sentencia nº 1311 de 9–10–2000, (Caso: Ciruley J. González V. y otros vs. Juzgado Superior 

Segundo en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Capital), en 

Revista de Derecho Público, nº 84, EJV, Caracas, 2000, p. 352. 
40

  Véase la sentencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia de 21–9–89, Revista de 
Derecho Público, nº 40, EJV, Caracas, 1989, pp. 92–93. 
41

  La Sala Constitucional, en cambio, ha establecido que sólo procede el amparo, conforme al artículo 4 

de la Ley Orgánica de Amparo, contra las sentencias que dicten los tribunales en segundo grado de 

jurisdicción, cuando se denuncien violaciones a derechos o garantías constitucionales no juzgadas en 

cualquiera de las dos instancias. Véase sentencia nº 127 de 6–2–2001 (Caso: Licorería El Buchón, C.A. vs. 
Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y Tránsito de la Circunscripción Judicial 
del Estado Bolívar) en Revista de Derecho Público, nº 85–88, EJV, Caracas, 2001, p. 441. 
42

  Véase Allan R. Brewer Carías, “El problema del amparo contra sentencias...”, loc. cit., p. 164. 



“[…] siempre que concurran ciertos extremos o requisitos: a) que se haya 
satisfecho el principio de la doble instancia; b) que los hechos concretos 
causantes de la violación constitucional sean distintos de los revisados en 
el primer amparo, sin importar que se refiera al mismo o diferente derecho 
constitucional; y c) que el Tribunal haya incurrido en los supuestos de 
hecho que exige el artículo 4° de la Ley Orgánica de Amparo sobre 
Derechos y Garantías Constitucionales” (Sentencia 18–11–92, Caso: 
C.V.G. Internacional, C.A.). 43 

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo, sin embargo, ha excluido la acción 
de amparo contra sentencias que agotan la doble instancia en materia de amparo 
(apelación o consulta obligatoria)44, aún cuando ha aclarado que queda a salvo el 
caso de que ella contenga un agravio constitucional nuevo y distinto de los ya 
conocidos y resueltos, o que la Sala decida ejercer al respecto la potestad 
extraordinaria de revisión45 

En relación con las partes en el proceso, debe señalarse que conforme a la 
doctrina de la Sala Constitucional, “la acción de amparo contra decisiones 
judiciales no procede contra el Juez que dictó la decisión sino contra la decisión en 
sí misma”, en el sentido de que el Juez no es el legitimado pasivo en el 
procedimiento de amparo, siendo el fallo, en si mismo, “el presunto trasgresor de 
un derecho o garantía constitucional”. Por ello es que se ha considerado que no es 
necesaria la presencia del Juez para defender o informar sobre la decisión 
tomada, de manera que según lo resuelto por la misma Sala en su sentencia de 1° 
de febrero de 2000 (Caso: José A. Mejías y otros), “la ausencia del juez a la 
audiencia oral, no significa aceptación de la pretensión de amparo”.46 

En esos casos de amparo contra decisiones judiciales, conforme a la doctrina de 
la misma Sala Constitucional, la contraparte del accionante en amparo contra la 
omisión o decisión judicial agraviante, es un tercero interesado; por lo que el solo 
hecho de demostrar su participación en dicho juicio, lo legitima para participar en 
el proceso de amparo.47 
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  Consultada en original. 

44
  Véase sentencia nº 245 de 25–4–2000 (Caso: Fernando J. Roa R. vs. Juzgado Segundo de Primera 

Instancia del Trabajo y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira), en Revista de Derecho 
Público, nº 82, EJV, Caracas, 2000, p. 478. 
45

  Véase sentencia nº 335 de 4–5–2000 (Caso: Asociación Civil de Conductores “Casanova Norte” vs. 
Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Trabajo, Menores y Estabilidad Laboral del Primer Circuito 
de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar), en Revista de Derecho Público, nº 82, EJV, Caracas, 2000, p. 

481. Igualmente, sentencia nº 341 de 10–5–2000 (Caso: Wilfredo J. Palacios vs. Sala N° 1 de la Corte de 
Apelaciones del Circuito Judicial Penal de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo), idem, p. 483. 
46

  Véase sentencia nº 436 de 22–5–2000 (Caso: Foramer de Venezuela, C.A. vs. Juzgado Tercero de 
Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia), en Revista de Derecho Público, 

nº 82, EJV, Caracas, 2000, p. 476. 
47

  Véase sentencia nº 628 de 27–6–2000 (Caso: Águilas del Zulia Baseball Club, C.A. vs. Juzgado Primero 
de Primera Instancia en lo Civil y Mercantil de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia), en Revista de 
Derecho Público, nº 82, EJV, Caracas, 2000, p. 477. 



Por último, debe hacerse mención a la llamada “acción de amparo sobrevenida”, 
como vía muy especial creada por el legislador para permitir que se ventile en un 
juicio en curso y en el mismo juicio, una denuncia de lesión constitucional 
acaecida durante su curso, y que busca evitar la materialización o continuidad de 
los efectos lesivos de un acto, surgido en el transcurso del proceso principal, por lo 
que la misma necesariamente debe interponerse dentro de dicho proceso y pierde 
su finalidad una vez que este ha culminado48. 

En estos casos, cuando las violaciones a los derechos y garantías constitucionales 
surgen en el curso de un proceso debido a actuaciones de las partes, de terceros, 
de auxiliares de justicia o de funcionarios judiciales diferentes a los jueces, el 
amparo puede interponerse ante el juez que esté conociendo la causa, quien lo 
debe sustanciar y decidir en cuaderno separado. Sin embargo, cuando se trate de 
una actuación del propio juez de la causa el amparo debe intentarse ante el 
tribunal superior. 

II.  LAS FORMAS DE EJERCICIO DE LA ACCIÓN DE AMPARO: 
AUTÓNOMA Y ACUMULADA A OTRAS ACCIONES 

1. Los diversos mecanismos procesales de amparo 

La regulación en la Ley Orgánica de Amparo, del amparo constitucional como un 
derecho fundamental y no sólo como una única acción autónoma de amparo, 
implicó la necesidad de conciliar el ejercicio del derecho de amparo con los 
medios judiciales existentes de protección constitucional, de manera que no 
quedasen éstos eliminados como tales, sino al contrario, reforzados. De allí las 
previsiones de los artículos 3, 5 y 6,5 de la Ley Orgánica de Amparo que permiten 
la formulación de pretensiones de amparo constitucional conjuntamente con las 
acciones de nulidad por inconstitucionalidad, con las acciones contencioso-
administrativas de anulación y con las acciones judiciales ordinarias o 
extraordinarias, que propusimos en el proceso de formación de la Ley en la 
Cámara del Senado49. 

Después de múltiples vacilaciones jurisprudenciales que se extendieron por casi 
cuatro años, el sentido de la regulación contenida en dichas normas finalmente lo 
resumió la Sala Político Administrativa de la antigua Corte Suprema en sentencia 
de 10 de junio de 1992, en la cual, haciendo referencia a la sentencia de 10 de 
julio de 1991 (Caso: Tarjetas Banvenez), señaló lo siguiente: 

“El texto de la Ley Orgánica de Amparo prevé fundamentalmente dos 
mecanismos procesales: la acción autónoma de amparo y la acumulación 
de ésta con otro tipo de acciones o recursos, modalidades que difieren 
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  Véase sentencia de la Sala Electoral nº 115 de 6–8–2003 (Caso: Roberto S. Zara M. y otros vs. Carlos J. 

Jiménez C.), en Revista de Derecho Público, nº 93–96, EJV, Caracas, 2003, p. 542. 
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  Véase Allan R. Brewer–Carías, “Propuestas de reforma al Proyecto de Ley Orgánica de Amparo sobre 

Derechos y Garantías Constitucionales (1987)”, Estudios de derecho público, (Labor en el Senado 1985–
1987), Tomo III, Ediciones del Congreso de la República, Caracas 1989, pp. 205–229. 



sustancialmente en cuanto a su naturaleza y consecuencias jurídicas. Por 
lo que respecta a la segunda de las modalidades señaladas, es decir, la 
acción de amparo ejercida conjuntamente con otros medios procesales, la 
referida ley regula tres supuestos: a) la acción de amparo acumulada a la 
acción popular de inconstitucionalidad de las leyes y demás actos estatales 
normativos (artículo 3º); b) la acción de amparo acumulada al recurso 
contencioso administrativo de anulación contra actos administrativos de 
efectos particulares o contra las conductas omisivas de la Administración 
(artículo 5°); c) la acción de amparo acumulada con acciones ordinarias 
(artículo 6º, ordinal 5º) 

La Sala ha sostenido además que la acción de amparo en ninguno de estos casos 
es una acción principal sino subordinada, accesoria a la acción o al recurso al cual 
se acumuló, sometido al pronunciamiento jurisdiccional final que se emita en la 
acción acumulada tratándose de una acumulación de acciones, debe ser resuelta 
por el juez competente para conocer de la acción principal”50. 

En esta forma quedó absolutamente clarificada la intención del legislador al 
distinguir entre la acción autónoma de amparo y la pretensión de amparo 
acumulada a otras acciones que regula el ordenamiento jurídico. Realmente, en 
estos últimos casos, no se trata de una verdadera “acumulación” de acciones, sino 
de la subordinación de una pretensión de amparo a una acción principal. Por ello, 
en estos casos, el amparo tiene mero carácter cautelar y no tiene ninguna 
relevancia el que existan procedimientos distintos para la acción principal y para la 
acción de amparo51, porque, en definitiva, en caso de acumulación de la 
pretensión de amparo con una acción principal, el procedimiento regular previsto 
para la acción de amparo (solicitud de informe y audiencia pública y oral, por 
ejemplo) no se debe aplicar. 

La clarificación definitiva del carácter cautelar del amparo acumulado a otras 
acciones, como se dijo, se realizó mediante la sentencia de la Corte Suprema de 
Justicia en Sala Político Administrativa de 10 de julio de 1991 (Caso: Tarjetas 
Banvenez), en la cual la Corte, además, precisó el carácter accesorio y 
subordinado de la pretensión de amparo en relación a esas otras acciones 
principales, cuando se formula conjuntamente con ellas52. 

El razonamiento de la Corte, en esta sentencia, comenzó por la constatación de 
que la Ley Orgánica de Amparo, al desarrollar los artículos 49 y 50 de la 
Constitución de 1961 (equivalente a los artículos 27 y 22 de la Constitución de 
1999), otorga a las personas naturales o jurídicas, habitantes o domiciliadas en 
Venezuela, la posibilidad de acudir ante los tribunales, con el propósito de ser 
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  Véase en Revista de Derecho Público, nº 50, EJV, Caracas, 1992, pp. 183–184. 
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  Véase sobre esto y la causal de inadmisibilidad de la acción contencioso-administrativa en materia de 

acumulación de acciones, sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa de 14–12–92, en 

FUNEDA, 15 años de Jurisprudencia, Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo 1977–1992. Amparo 
Constitucional, Caracas, 1994, p. 121. 
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  Véase el texto de esta sentencia en Revista de Derecho Público, nº 47, EJV, Caracas, 1991, pp. 169–174. 



amparados en el goce y el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales, 
mediante el restablecimiento inmediato de la situación jurídica infringida o la 
situación que más se asemeje a ella. A tal fin señaló la antigua Corte que: 

“[…] el texto de la ley prevé fundamentalmente dos mecanismos 
procesales: la acción autónoma de amparo, y la acumulación de ésta con 
otro tipo de acciones o recursos. Ambas modalidades de ejercicio difieren 
sustancialmente en cuanto a su naturaleza y consecuencias jurídicas”53. 

A. La acción autónoma de amparo 

En cuanto al primer supuesto, es decir, la acción autónoma de amparo, la antigua 
Corte Suprema señaló en su citada sentencia de 10 de julio de 1991, que en ese 
caso, al ser una acción que se ejercita en forma autónoma e independiente, no se 
vincula ni se subordina a ningún otro recurso o procedimiento. En este caso, dijo la 
Corte, es indudable: 

“[…] que esa acción, así ejercida, debe ser, por su naturaleza 
restablecedora, capaz, suficiente y adecuada para lograr que el 
mandamiento de amparo que se otorgue se baste por sí solo, sin necesidad 
de acudir a otro u otros procedimientos judiciales, para volver las cosas al 
estado en que se encontraban para el momento de la vulneración y hacer 
desaparecer definitivamente el acto o hecho lesivo o perturbador. 

Por estas razones, ha sostenido reiteradamente este Supremo Tribunal en 
jurisprudencia que una vez más ratifica, que en tales supuestos, el accionante en 
amparo debe invocar y demostrar que se trata de una vulneración constitucional 
flagrante, grosera, directa e inmediata, lo cual no significa -se precisa ahora- que 
el derecho o garantía de que se trate no estén desarrollados o regulados en textos 
normativos de rango inferior, pero sin que sea necesario al juzgador acudir o 
fundamentarse en ellos para detectar o determinar si la violación constitucional al 
derecho o garantía se ha efectivamente consumado. De no ser así -ha dicho 
también esta Sala- no se trataría entonces de una acción constitucional de amparo 
sino de otro tipo de recurso, por ejemplo, el contencioso-administrativo, cuyos 
efectos anulatorios no se corresponden con los restitutorios del amparo y “si tal 
sustitución se permitiere, el amparo llegaría a suplantar no sólo esa sino todas las 
vías procedimentales establecidas en nuestro sistema de Derecho positivo”, 
desnaturalizando el carácter extraordinario del amparo. (Sentencia de 23-5-88, 
“Fincas Albaba”)”54. 

B. El ejercicio acumulado de la acción de amparo 

En el segundo caso, es decir, en lo que se refiere a “la acción de amparo ejercida 
conjuntamente con otros medios procesales”, la antigua Corte Suprema en dicha 
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  Idem., p. 169. 

54
  Idem. pp. 169–170. 



sentencia, al referirse a las previsiones de la Ley Orgánica de Amparo, precisó 
que dicho texto normativo: 

“[…] contempla tres supuestos: a) la acción de amparo acumulada a la 
acción popular de inconstitucionalidad de las leyes y demás actos estatales 
normativos (artículo 3º); b) la acción de amparo acumulada al recurso 
contencioso administrativo de anulación contra actos administrativos de 
efectos particulares o contra las conductas omisivas de la Administración 
(artículo 5); y la acción de amparo acumulada con acciones ordinarias 
(artículo 6, ordinal 5º). 

En cualesquiera de estos supuestos de acumulación, la acción de amparo reviste 
una característica o naturaleza totalmente diferente a la anteriormente analizada 
(autónoma), pues en estos casos no se trata de una acción principal, sino 
subordinada, accesoria a la acción o el recurso al cual se acumuló y, por ende, su 
destino es temporal, provisorio, sometido al pronunciamiento jurisdiccional final 
que se emita en la acción acumulada, que viene a ser la principal. Esta naturaleza 
y sus consecuencias se desprenden claramente de la formulación legislativa de 
cada una de las hipótesis señaladas, que únicamente atribuye al mandamiento de 
amparo que se otorgue, efectos cautelares, suspensivos de la aplicación de la 
norma o de la ejecución del acto de que se trate “mientras dure el juicio”55. 

En relación a estos supuestos de amparo ejercido conjuntamente con otras 
acciones, la antigua Corte Suprema precisó, que: 

“De lo anterior se deriva, para esta Sala, que la acción de amparo 
propuesta conjuntamente con una de otro tipo participa de todos los 
caracteres procesales inherentes a la acumulación de acciones, esto es: 
que ha de ser resuelta por un solo juez (el mismo que sea competente para 
conocer de la acción principal), y que ambas pretensiones (la de amparo y 
la de nulidad u otra) deben ser tramitadas en un solo proceso que tiene dos 
etapas: la del amparo, previa, y la contenciosa, la cual forzosamente cubre, 
en la decisión final, tanto la medida cautelar que inevitablemente perece en 
esa oportunidad, como el pronunciamiento judicial acerca de la nulidad 
solicitada. En otras palabras, si por las características analizadas el 
mandamiento de amparo se traduce única y exclusivamente en la 
suspensión provisional del acto recurrido en nulidad, la sentencia que 
decida ésta deja sin efecto aquella medida cautelar dictada en forma previa, 
tanto si el acto cuestionado es anulado como si es confirmado, porque, en 
uno u otro caso, carece ya de sustentación jurídica”56. 

C. La distinción entre los dos mecanismos procesales de amparo 

Sentadas las características de cada uno de los mecanismos procesales de 
amparo, es decir, la acción autónoma y su ejercicio acumulado a otros medios 
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procesales, la antigua Corte Suprema, en su sentencia, precisó las diferencias 
más importantes entre los mismos, en la siguiente forma: 

“En efecto, mientras en la primera es condición de procedencia, como se ha 
dicho, que se invoque y demuestre la violación directa, inmediata, flagrante, 
de un dispositivo o garantía constitucionales que, por sí solos, determinen 
la necesidad del mandamiento de amparo como medio definitivo de 
restablecer la situación jurídica vulnerada; en el segundo caso, dada la 
naturaleza suspensiva de este mandamiento de amparo que sólo tiende a 
detener provisionalmente los efectos del acto perturbador hasta que se 
decida el juicio que lo anule o confirme, la denuncia de infracción de 
normas constitucionales puede estar acompañada de trasgresión de textos 
de rango inferior que precisen o desarrollen el derecho o garantía 
constitucionalizado, pues tratándose de un solo proceso instaurado contra 
el mismo acto cuya nulidad se pretende obtener por la vía del recurso 
contencioso correspondiente, nada obsta a que los instrumentos jurídicos 
subconstitucionales que sustentan la nulidad sean invocados también al 
interponer las acciones acumuladas. Lo que no puede hacer el juzgador 
para acordar la suspensión de los efectos del acto denunciado como lesivo, 
es encuadrar la situación planteada en la regulación o solución legal o 
sublegal de la misma, porque en tal hipótesis estaría decidiendo 
anticipadamente, quiéralo o no, la nulidad del acto impugnado al 
pronunciarse determinantemente acerca de la existencia de uno de sus 
vicios, sea éste de procedimiento o de fondo, cuestión que forma parte del 
debate procesal probatorio que ha de instaurarse precisamente con motivo 
del recurso de nulidad. 

En efecto, siendo distintas las consecuencias que dimanan de una acción 
autónoma de amparo y de la ejercida conjuntamente con otro recurso (restitutorias 
en el primer caso y cautelares en el segundo), basta en esta última el 
señalamiento de la norma o garantía constitucional que se consideren violadas, 
fundamentado además en un medio de prueba que constituya presunción grave 
de la violación o amenaza de violación denunciada, para que el juez, en forma 
breve y sumaria, acuerde procedente la suspensión de los efectos del acto como 
medio de tutelar anticipadamente los posibles efectos de la sentencia que 
posteriormente habrá de dictar en el juicio de nulidad (artículos 5 y 22, Ley 
Orgánica de Amparo). 

Considera esta Sala, por otra parte, que en el amparo acumulado, ese “medio de 
prueba” a que alude el articulo 22 de la Ley Orgánica de Amparo, puede consistir 
en el propio acto administrativo impugnado en nulidad, cuyo texto debe ser 
examinado por el juez de amparo para concluir si, a su juicio, del mismo acto 
administrativo de efectos particulares se deduce la presunta violación 



constitucional alegada por el recurrente y acordar, en consecuencia, la medida 
suspensiva de sus efectos que le ha sido solicitada”57. 

De la sentencia señalada puede concluirse que el amparo autónomo tiene una 
finalidad restitutoria; pero en cambio, el amparo conjunto es una medida cautelar, 
que con entera independencia de la anulación judicial del artículo 22 de la Ley 
Orgánica, sólo requiere como fundamento un medio de prueba que constituya 
presunción grave de violación o amenaza de violación de un derecho 
constitucional, y que consiste en la suspensión de efectos como garantía del 
derecho mientras dura el juicio principal. Por ello, el juez no puede, al resolver 
sobre la petición de amparo, declarar que el acto impugnado violó o no el derecho 
constitucional, pues en ese caso, confundiría la pretensión de amparo con la 
acción de nulidad. En otros términos, en esta etapa del proceso no caben 
decisiones que envuelvan consecuencias anulatorias que son propias del juicio de 
nulidad”58. 

Esto lo precisó la antigua Corte Suprema en las conclusiones de la sentencia, así: 

“Con base en los lineamientos precedentemente expuestos, en relación con 
las objeciones formuladas por los apelantes y los elementos que surgen de 
autos, esta Sala concluye lo siguiente: 

1º) Que de la interpretación concatenada de los artículos 5° y 22 de la Ley 
Orgánica de Amparo se infiere claramente la distinción entre la acción de 
amparo ejercida conjuntamente con el recurso de nulidad y la acción de 
amparo autónoma o el recurso de inconstitucionalidad, en cuanto a que –no 
obstante la común exigencia de la violación directa de una norma 
constitucional–, estos dos últimos recursos tienen una finalidad distinta 
(restitutoria en el amparo autónomo y anulatoria en la acción de 
inconstitucionalidad), en tanto que, en el amparo conjunto, se trata de una 
medida cautelar que sólo requiere como fundamento “un medio de prueba 
que constituya presunción grave de la violación o de la amenaza de 
violación” (artículo 22), así como la consideración, por parte del tribunal de 
que la suspensión de los efectos del acto recurrido resulta procedente como 
garantía del derecho constitucional violado, mientras dure el juicio (artículo 
5°); es decir que la medida cautelar se revela como necesaria para evitar 
que el accionante, por el hecho de existir un acto administrativo, se vea 
impedido de alegar violación de derechos constitucionales. De ahí que la 
suspensión de sus efectos pretenda mantener sin ejecución el acto 
impugnado, si el juez considera que debe suspenderse dicho acto por la 
presunción grave de violación constitucional invocada en el amparo. 

Por tanto, si se exigiera la misma rigurosidad en la sustentación de la 
acción de amparo acumulada que la que se requiere para las otras 
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  Idem., pp. 171–172. 

58
  Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de 12–12–90, FUNEDA, 15 años 

de Jurisprudencia, cit., pp. 216–217. 



acciones señaladas (amparo autónomo y recurso de inconstitucionalidad), 
la de amparo conjunta resultaría prácticamente inútil, pues carecería del 
específico sentido que tiene: obtener que se suspendan en el tiempo los 
efectos de un acto administrativo que podría afectar el derecho 
constitucional, eventual lesión que el juez de amparo aprecia como 
presumible”59. 

Ahora bien, lo que no señaló con precisión dicha Corte en su comentada sentencia 
del 10 de julio de 1991, y que constituyó el verdadero cambio jurisprudencial que 
se produjo con dicha decisión, es que en el caso de ejercicio conjunto del amparo 
con otras acciones judiciales, la consecuencia es la suspensión de efectos del 
acto impugnado en forma inmediata, como medida cautelar de amparo, sin 
necesidad de que se siga el procedimiento establecido en la Ley Orgánica en 
relación a la solicitud de informe al presunto agraviante y a la realización de la 
audiencia pública y oral. 

En estos casos es que hubiera podido haber tenido aplicación efectiva el artículo 
22 de la Ley Orgánica pues la medida cautelar se adopta inaudita alteram parte. 
Dicho artículo, sin embargo, fue anulado por la Corte Suprema por sentencia de 
21 de mayo de 199660, sin incidencia alguna respecto del carácter cautelar de la 
medida de amparo. 

2.  La formulación de la pretensión de amparo conjuntamente con la 
acción popular de inconstitucionalidad 

El artículo 3º de la Ley Orgánica de Amparo, como se ha dicho, luego de precisar 
la posibilidad de que se intente una acción de amparo contra normas, agrega que: 

“La acción de amparo también podrá ejercerse conjuntamente con la acción 
popular de inconstitucionalidad de las leyes y demás actos estatales 
normativos, en cuyo caso, la Corte Suprema de Justicia, si lo estima 
procedente para la protección constitucional, podrá suspender la aplicación 
de la norma respecto de la situación jurídica concreta cuya violación se 
alega, mientras dure el juicio de nulidad”. 

De acuerdo con esta norma, como antes se ha dicho, por tanto, la pretensión de 
amparo puede formularse conjuntamente con la acción popular de 
inconstitucionalidad de las leyes y demás actos estatales de carácter normativo61 
la cual se ejerce ante la Jurisdicción Constitucional, es decir, ante la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia (artículo 336 de la Constitución), 
específicamente, contra las leyes nacionales y demás actos normativos de la 
Asamblea Nacional que se dicten en ejecución directa de la Constitución 
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  Idem., p. 172. 

60
  Véase en Gaceta Oficial Extra n° 5071 de 29-5-96. 

61
  El carácter normativo del acto estatal se ha destacado por antigua Corte Suprema de Justicia, Sala 

Político Administrativa, en sentencia de 2–5–91, Revista de Derecho Público, nº 46, EJV, Caracas, 1991, pp. 

119–120. 



(Reglamento Interior y de Debates, por ejemplo); contra las leyes estadales, las 
Ordenanzas Municipales y contra los demás actos de los cuerpos deliberantes de 
los Estados o Municipios dictados en ejecución directa de la Constitución; contra 
los actos ejecutivos normativos dictados en ejecución directa de la Constitución, 
con igual rango y valor que las leyes, como serían los decretos leyes y los actos 
de gobierno normativos. 

En los casos de acumulación de una pretensión de amparo con la acción popular 
de inconstitucionalidad, dado el carácter cautelar de la decisión, en el 
pronunciamiento de amparo no se sigue el procedimiento previsto en la Ley 
Orgánica de Amparo62; es decir, como lo resolvió la antigua Corte Plena en 
sentencias de 8 de junio de 1988, 11 de octubre de 1988 y 4 de abril de 1989, en 
estos casos, la decisión de la Corte se concreta en un pronunciamiento previo 
dictado antes del fallo definitivo, sin que se tenga que seguir todo el procedimiento 
establecido en la Ley Orgánica, como por ejemplo, la solicitud del informe 
correspondiente, la realización de la audiencia pública y oral, y la citación del 
Ministerio Público63. 

La antigua Corte Plena, en su sentencia de 14 de enero de 1993 (Caso: Gruber 
Odreman) precisó que “el amparo contra normas intentado conjuntamente con un 
recurso de nulidad por inconstitucionalidad, tiene el efecto de una medida cautelar 
dentro de este procedimiento”64. Esta medida cautelar, con efectos mientras dure 
el juicio de nulidad, consiste en la posibilidad para la Corte, si lo estima 
procedente, de suspender la aplicación de la norma respecto de la situación 
jurídica concreta que se alega, lo que equivale decir, como lo señaló la antigua 
Corte Plena, “que el juez evitará el menoscabo de derechos o garantías de rango 
constitucional producido por la ejecución o aplicación, en el caso concreto 
alegado, de alguna disposición impugnada de inconstitucional mientras dure el 
juicio principal”65. 

Por otra parte, la decisión de la ahora Sala Constitucional “ha de hacerse de 
manera previa y sin pronunciamiento sobre el fondo del asunto debatido y debe 
resolverse en forma breve y sumaria sin participación de los interesados”66 y 
además, inmediatamente67. 

                                                           

62
  Véase sentencia de la Corte Plena de 14–1–93, Caso “Gruber Odreman” (consultada en original). 

63
  Véase en Revista de Derecho Público, nº 38, EJV, Caracas, 1989, p. 105 y nº 39, 1989 p. 128. Véase 

además sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 5–5–93, Revista de 
Derecho Público, n° 53–54, EJV, Caracas, 1993, p. 226. 
64

  Consultada en original. 
65

  Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Plena de 27–4–93, en Revista de Derecho 
Público, n

os
 53–54, EJV, Caracas, 1993, p. 222 (Caso “Coopervolta”). 

66
  Véase sentencia antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 11–2–92, Revista de 

Derecho Público, nº 49, EJV, Caracas, 1992, p. 120. 
67

  Véase sentencia antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 19–11–92, Revista 
de Derecho Público, n° 52, EJV, Caracas, 1992, p. 137. 



Esta suspensión de efectos de la norma, de carácter cautelar, en principio se 
refiere a la aplicación de la norma a la situación jurídica concreta cuya violación se 
alega68; por tanto, la decisión cautelar en principio no puede tener efectos erga 
omnes, sino sólo efectos personalísimos en relación al accionante agraviado69. La 
Sala Constitucional, sin embargo, pudiendo siempre determinar los efectos de sus 
sentencias, le ha dado efectos erga omnes a la suspensión de efectos dictada en 
relación con las leyes impugnadas por vía de acción popular. 

3. La formulación de la pretensión de amparo conjuntamente con las 
acciones contencioso administrativas  

El artículo 5º de la Ley Orgánica de Amparo, luego de precisar la posibilidad de 
que se intente una acción de amparo autónoma contra actos administrativos de 
efectos particulares, agrega que: 

“Cuando la acción de amparo se ejerza contra actos administrativos de 
efectos particulares o contra abstenciones o negativas de la Administración, 
podrá formularse ante el juez contencioso administrativo competente, si lo 
hubiese en la localidad, conjuntamente con el recurso contencioso 
administrativo de anulación de actos administrativos o contra las conductas 
omisivas, respectivamente, que se ejerza. En estos casos, el Juez, en 
forma breve, sumaria, efectiva y conforme a lo establecido en el artículo 22, 
si lo considera procedente para la protección constitucional, suspenderá los 
efectos del acto recurrido como garantía de dicho derecho constitucional 
violado, mientras dure el juicio”. 

Esta norma, como ya se ha señalado, ha sido objeto de un proceso de 
interpretación jurisprudencial de gran importancia, y que superó la idea inicial de la 
acumulación de dos acciones que, sin embargo, por tener procedimientos 
distintos, seguían cursos procesales paralelos, como fue la tendencia que surgió 
de muchas decisiones iniciales, hasta llegar a la consideración del amparo como 
una pretensión subordinada a la acción contencioso administrativa que es la 
principal, consistiendo el amparo, en estos casos, en una mera medida cautelar 
durante el juicio de nulidad. Este fue el espíritu del legislador, que fue interpretado 
cabalmente en la ya mencionada y comentada sentencia de la antigua Corte 
Suprema de Justicia de 10 de julio de 1991 (Caso: Tarjetas Banvenez), y que se 
ha seguido en las decisiones judiciales posteriores, y que en nuestro criterio no ha 
sido modificado por el hecho de que la antigua Corte Suprema hubiera anulado el 
artículo 22 de la Ley Orgánica de Amparo.70 
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  Véase sentencia antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 2–5–91, Revista de 

Derecho Publico, nº 46, EJV, Caracas, 1991, p. 120. 
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  Véase sentencias antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 6–8–91, Revista de 
Derecho Público, nº 47, EJV, Caracas, 1991, p. 119 y de 6–8–92, Revista de Derecho Público, nº 52, EJV, 

Caracas, 1992, p. 138. 
70

  Véase en Gaceta Oficial Extra n° 5071 de 29-5-96. 



En estos casos, la formulación de la pretensión de amparo con la acción 
contencioso administrativa debe plantearse, como lo dice la ley, en forma 
conjunta, lo que implica la acumulación de ambas pretensiones en un mismo y 
solo libelo de demanda, pues de no ser así, resultaría imposible la aplicabilidad del 
artículo 5 de la Ley71. 

Por otra parte, sólo formulándose la pretensión de amparo conjuntamente con el 
recurso contencioso administrativo de anulación es que pueden obviarse los 
requisitos procesales de admisibilidad de este último en cuanto al lapso de 
caducidad y el agotamiento de la vía administrativa; que pueden lograrse los 
efectos suspensivos inmediatos del acto administrativo, de carácter cautelar y no 
restablecedores, y que pueden modificarse las reglas de competencia de los 
jueces de amparo. 

De allí la exigencia de que las pretensiones se formulen en un mismo momento 
procesal y no una después de otra72. 

Por ello, la interposición conjunta de la pretensión de amparo con la acción de 
nulidad, no implica fórmula sacramental alguna73 y, por supuesto, no impide el que 
pueda formularse la pretensión de amparo al reformarse el libelo del recurso de 
anulación; en cambio, lo que no está dentro de la previsión de la norma es la 
posibilidad del ejercicio separado de las acciones, porque de constar en libelos y 
oportunidades diferentes, el amparo interpuesto con posterioridad al recurso, sería 
inadmisible conforme al ordinal 5º del artículo 6 de la ley Orgánica, por haber 
optado el actor precedentemente a otra vía judicial”74. 

Por otra parte, al formularse conjuntamente la pretensión de amparo con el 
recurso contencioso administrativo, el objeto de ambas pretensiones tiene que ser 
el mismo. Es decir, debe tratarse del mismo acto, actuación u omisión, aquél 
contra el cual se formule la pretensión de amparo y la acción de nulidad75. 

Tratándose de una pretensión de amparo formulada conjuntamente con el recurso 
contencioso administrativo, ambas deben ser conocidas y decididas por un solo 
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  Véase sentencias de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 21–5–91 y de 

11–3–93, en Revista de Derecho Público, nº 46, EJV, Caracas, 1991, p. 159 y Revista de Derecho Público, n
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53–54, EJV, Caracas, 1993, p. 231 y sentencias de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa de 17–

11–88, en FUNEDA, 15 años de Jurisprudencia, cit., p. 233; y de 7–9–91, Revista de Derecho Público, nº 47, 

EJV, Caracas, 1991, p. 169. 
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  Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 6–4–89, 

Revista de Derecho Público n° 38, EJV, Caracas, 1989, p. 140. 
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  Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa de 9–9–91, en FUNEDA, 15 años 
de Jurisprudencia, cit., p. 222. 
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  Véase sentencia de 18–11–93, Revista de Derecho Público, n° 55–56, EJV, Caracas, 1993, p. 458. 
75

  Véase sentencias de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 27–7–92 y 

16–12–92 en Revista de Derecho Público, nº 51, EJV, Caracas, 1992, p. 215, y nº 52, EJV, Caracas, 1992, p. 

236; y sentencias de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa de 7–9–91, Revista de Derecho 
Público, nº 47, EJV, Caracas, 1991, p. 169; de 14–11–92 Revista de Derecho Público, nº 52, EJV, Caracas, 

1992, p. 232, y de 14–12–92 en FUNEDA, 15 años de Jurisprudencia, cit., p. 230. 



juez76, precisamente el juez competente para conocer de la acción principal, es 
decir, el competente para conocer del recurso contencioso administrativo77. Ambas 
deben ser tramitadas en un solo proceso, el de la acción principal (contencioso 
administrativo), teniendo por tanto la pretensión de amparo, carácter subordinado, 
accesorio y dependiente de la acción principal78, cuya suerte sigue79.  

En los casos de ejercicio conjunto de la pretensión de amparo con el recurso 
contencioso administrativo, tratándose de una pretensión accesoria y subordinada 
a la acción principal, como se ha dicho, la decisión en el caso de amparo tiene 
carácter cautelar, no incidiendo en la anulación, que es el fondo debatido80; y los 
efectos de la misma consisten en el caso de que la acción principal sea un recurso 
de nulidad de un acto administrativo, básicamente en la suspensión de los efectos 
del mismo mientras dure el juicio de nulidad81, sin que por esta vía se puedan 
crear derechos82. La decisión, por otra parte, dado su carácter cautelar, se puede 
adoptar inaudita parte83. 

Por ello, la antigua Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa 
señaló que la suspensión de efectos del acto administrativo decidida en los casos 
de ejercicio conjunto, tiene una naturaleza cautelar similar a la suspensión de 
efectos dictada conforme al artículo 136 de la derogada Ley Orgánica de la Corte 
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  Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 19–11–92, 

Revista de Derecho Público, nº 52, EJV, Caracas, 1992, p. 240. 
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  Véase sentencias antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 31–5–91, Revista 
de Derecho Público, nº 46, EJV, Caracas, 1991, p. 154; de 6–12–91, Revista de Derecho Público, nº 45, EJV, 

Caracas, 1991, p. 145; de 3–6–92, Revista de Derecho Público, nº 50, EJV, Caracas, 1992, p. 182; de 10–6–92, 

Revista de Derecho Público, n° 50, EJV, Caracas, 1992, p. 184; de 23–7–92, Revista de Derecho Público, nº 51, 

EJV, Caracas, 1992, pp. 208 y 210; y de 29–10–93, Revista de Derecho Público, nº 52, EJV, Caracas, 1992, p. 

220, y sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa de 14–12–92, Revista de Derecho 
Público, nº 52, EJV, Caracas, 1992, p. 221. 
78

  Véase sentencias de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 11–7–91, en 

Revista de Derecho Público, nº 47, EJV, Caracas, 1991, p. 174; de 19–11–92, Revista de Derecho Público, n° 

52, EJV, Caracas, 1992, p. 240, y de 11–3–93 en Revista de Derecho Público, n° 53–54, EJV, Caracas, 1993, pp. 

232 y 354; y sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa de 15–12–88, en FUNEDA, 15 
años de Jurisprudencia, cit., p. 215. 
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  Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de 16–1–92, Revista de Derecho 
Público, nº 49, EJV, Caracas, 1992, p. 146. y sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala Político 

Administrativa de 3–6–92 en Revista de Derecho Público, n° 50, EJV, Caracas, 1992, p. 182. 
80

  Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 3–10–91, en 

Revista de Derecho Público, nº 48, EJV, Caracas, 1991, p. 164; y sentencia de la Corte Primera de lo 

Contencioso Administrativo de 21–9–93, en Revista de Derecho Público n° 53–54, EJV, Caracas, 1993, p. 365. 
81

  Véase sentencias de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 14–8–91 

Revista de Derecho Público nº 47, EJV, Caracas, 1991, p. 174; de 3–10–91 y de 5–12–91, Revista de Derecho 
Público nº 48, EJV, Caracas, 1991, pp. 164 y 167 de 11–3–93, Revista de Derecho Público, n° 53–54, EJV, 

Caracas, 1993, p. 351; y sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de 3–12–91, Revista 
de Derecho Público, nº 48, EJV, Caracas, 1991, p. 166. 
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  Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de 20–6–91, Revista de Derecho 
Público nº 46, EJV, Caracas, 1991, p. 156. 
83

  Véase sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de 27–9–93, en Revista de 
Derecho Público, nos

 55–56, EJV, Caracas, 1993, p. 475. 



(artículo 21, párrafo 22 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo), difiriendo 
básicamente en su fundamentación84 y precisando, en todo caso, que esta última 
norma no puede invocarse para obtener el pronunciamiento de amparo. De lo 
contrario, ha considerado la Corte Primera en lo que consideramos un exceso de 
formalismo, que en ese caso, el amparo debe declararse inadmisible85. En 
particular, sólo podría admitirse al invocar el artículo 21, párrafo 22 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, cuando ello se hace en forma 
subsidiaria a la petición de amparo, para el caso de que éste se declare 
improcedente86. 

En todo caso, como se dijo, la Corte Primera precisó en sentencia de 18 de junio 
de 1991 que el hecho de que el ahora artículo 21, párrafo 22 de la Ley Orgánica 
del Tribunal Supremo de Justicia (artículo 136 de la derogada Ley Orgánica de la 
Corte Suprema de Justicia) prevea la medida de suspensión de efectos del acto 
administrativo, no es suficiente para la protección constitucional87, pues conforme 
a esa norma, la suspensión sólo opera por previsión expresa de la Ley o cuando 
sea imprescindible para impedir daños irreparables o de difícil reparación. En el 
caso de la suspensión de efectos conforme a la Ley Orgánica de Amparo, ella no 
requiere de la demostración del daño, bastando la presunción grave de la 
violación. Además, agregó la antigua Corte en la citada sentencia de 18 de junio 
de 1991 que “dada su naturaleza, no se limita al simple levantamiento de la 
eficacia del acto sino que tiene un efecto más complejo y variado, por cuanto 
puede detener la realización de ciertas conductas e impedir que las mismas se 
consoliden”88. 

De acuerdo con esta doctrina, la Corte Suprema ha reconocido que el juez 
contencioso administrativo, cuando conoce de una pretensión de amparo 
formulada conjuntamente con un recurso contencioso administrativo, tiene los más 
amplios poderes cautelares, señalando: 

“En caso, pues, de que el juez de amparo considere que existen motivos 
para prever que se están dando o puedan producirse lesiones a derechos o 
garantías de rango constitucional, dispone –mientras se produce decisión 
del juicio principal– de las más amplias facultades para salvaguardarlos o 
protegerlos, ya sea suspendiendo los efectos del acto impugnado, 
ordenando la realización o el cese de una actuación o cualquier otra medida 
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  Véase sentencia de 13–12–90, en Revista de Derecho Público, nº 45, EJV, Caracas, 1991, p. 149. 
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  Sentencias de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de 21–2–91, en Revista de Derecho 
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  Véase sentencia antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 13–7–92, Revista de 
Derecho Público, nº 51, EJV, Caracas, 1992, pp. 215–216. 
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  Véase también sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de 21–7–92, Revista de 
Derecho Público, nº 51, EJV, Caracas, 1992, p. 212. 
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  Véase en Revista de Derecho Público, n° 46, EJV, Caracas, 1991, p. 158. 



legalmente consagrada que considere acorde con y adecuada a la 
protección constitucional en el caso concreto”89. 

Ahora bien, a pesar de estos poderes cautelares, en ciertas decisiones la antigua 
Corte Suprema fue cautelosa en acordar la suspensión de efectos de actos 
negativos o denegatorios impugnados en vía contencioso–administrativa con 
pretensión de amparo, pues ello supuestamente convertía al juez contencioso 
administrativo “no en reparador de los daños que el acto genera, sino en otorgante 
en sede jurisdiccional y con carácter previo, de la pretensión ante la 
Administración, lo cual convertiría la decisión del juez de amparo en constitutiva 
del derecho, que no en reparadora de la lesión aducida”90. 

Por otra parte, debe señalarse que el carácter accesorio y cautelar de la decisión 
que se adopte en cuanto a la petición de amparo, la hace esencialmente temporal, 
sometida al pronunciamiento final que se emita en el juicio principal91. Las 
medidas cautelares, que tienen por finalidad evitar que se produzcan violaciones 
de derechos constitucionales mientras se tramita el juicio principal, permiten al 
juez hacer pleno uso de sus poderes de ejecución del mandamiento dictado92. 

Por último debe señalarse que por sentencia de 21 de mayo de 1996, la antigua 
Corte Suprema de Justicia en Corte Plena declaró la nulidad por 
inconstitucionalidad del artículo 22 de la Ley Orgánica de Amparo por violación al 
derecho a la defensa consagrado en la Constitución. A pesar de que el artículo 5° 
de la Ley Orgánica que regula el ejercicio conjunto de la pretensión de amparo con 
el recurso de nulidad hace referencia al artículo 22 de la Ley Orgánica, la 
anulación de este no varía en absoluto el carácter cautelar del amparo en esos 
casos de ejercicio conjunto, tal y como la Corte lo indicó expresamente en la 
sentencia.93  

4. La formulación de la pretensión de amparo con otros medios 
judiciales 

Por último, la pretensión de amparo también puede formularse conjuntamente con 
otros medios procesales o acciones ordinarias conforme al ordinal 5° del artículo 6 
de la Ley Orgánica, que establece, al regular como causal de inadmisibilidad de la 
acción de amparo, cuando el agraviado haya optado por recurrir a las vías 
judiciales ordinarias o hecho uso de los medios judiciales preexistentes; que se 
puede, con ellos, alegar la violación o amenaza de violación de un derecho o 
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garantía constitucional, y en tal caso “el Juez deberá acogerse al procedimiento y 
a los lapsos establecidos en los artículos 23, 24 y 26 de la presente ley, a fin de 
ordenar la suspensión provisional de los efectos del acto cuestionado”. 

De acuerdo con la doctrina de la antigua Corte Suprema, establecida en el caso 
Tarjetas Banvenez (10 de julio de 1991), en estos casos, el amparo formulado 
como pretensión junto con una acción ordinaria o en el curso del proceso derivado 
de la misma, tampoco tiene carácter de acción principal sino subordinada, 
accesoria a la acción o recurso al cual se acumuló, sometida por tanto al 
pronunciamiento jurisdiccional final que se emita en la acción acumulada; teniendo 
además, un destino temporal y provisorio, dado sus efectos cautelares (no 
restablecedores) suspensivos de la ejecución de un acto, mientras dure el juicio 
para evitar que una sentencia a favor del accionante se haga inútil en su 
ejecución94. 

Esta acumulación puede formularse de dos maneras, con la acción principal o en 
el curso de un proceso, con un recurso o como planteamiento. Este último 
supuesto, en algunos casos se ha denominado como “amparo sobrevenido”, pero 
que, sin embargo, no agota la previsión del artículo 6, ordinal 5º de la Ley 
Orgánica. 

En efecto, en primer lugar, y ello fue la intención del legislador al prever este 
amparo acumulado, con cualquier demanda puede formularse una pretensión de 
amparo alegándose violación o amenaza de violación de un derecho o garantía 
constitucionales. En estos casos no puede hablarse de amparo “sobrevenido”, 
pues la pretensión de amparo se formula iniciándose el proceso con la acción 
principal. 

Pero en segundo lugar, en el curso de un proceso ya iniciado puede formularse 
una pretensión de amparo alegándose una violación “sobrevenida”, de algún 
derecho constitucional, lo que incluso puede ocurrir al interponerse una apelación 
o al formularse un recurso de casación. Este es uno de los supuestos del amparo 
acumulado a las acciones judiciales ordinarias, y no el único supuesto95. En tal 
sentido, la doctrina jurisprudencial en la materia fue sentada en la sentencia de la 
Sala de Casación Civil de la antigua Corte Suprema de 9 de octubre de 1997 
(Caso: José Avelino Gómez), en la cual la Sala, fijando “el verdadero alcance” del 
precepto contenido en el ordinal 5° del artículo 6° de la Ley Orgánica de Amparo 
resolvió así: 
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“En primer lugar, ha de precisarse que la causal de inadmisibilidad de la 
acción autónoma de amparo prevista en el ordinal 5° del artículo 6° citado, 
opera en los casos en que -como la misma norma lo expresa- el agraviado 
haya optado por acudir a las vías ordinarias o hecho uso de los medios 
judiciales preexistentes, pues en tal hipótesis el afectado puede solicitar y 
obtener protección inmediata del juez que ha de conocer del recurso 
ordinario o del medio judicial preexistente, mediante la suspensión 
provisional de los efectos del acto o decisión reputado contrario a la 
Constitución.… 

Ello, desde luego, permite afirmar que el amparo asume en este supuesto un rol 
cautelar que convierte el procedimiento judicial ordinario en una vía eficaz para el 
restablecimiento definitivo de la situación jurídica que le ha sido infringida al 
pretensor, por lo cual nada impide que esta acción pueda proponerse 
conjuntamente con el mecanismo procesal previsto por la ley para resolver el 
asunto (ejemplo: recurso de hecho contra negativa de oír apelación), e, incluso, 
después de interpuesto aquél (caso de apelación oída en un solo efecto), porque 
el amparo sólo persigue la suspensión de los efectos del acto cuestionado, como 
medida de protección provisional del derecho que se alega violado o amenazado, 
mientras se juzga en forma definitiva sobre el acto recurrido; pero en todos los 
casos será condición necesaria para su procedencia la demostración del riesgo de 
irreparabilidad de la violación constitucional, por la sentencia de fondo. La decisión 
que en este sentido se dicte será revisable, bien por apelación o por consulta, de 
conformidad con las previsiones del artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo 
sobre Derechos y Garantías Constitucionales”96. 

Esto fue precisado además, en otra sentencia de la Sala de Casación de la 
antigua Corte Suprema de 2 de abril de 1997 (Caso: Andrea María Vaga), en la 
cual resolvió: 

“[…] que la acción de amparo propuesta conjuntamente con una de otro tipo 
participa de todos los caracteres procesales inherentes a la acumulación de 
acciones, esto es: que ha de ser resuelta por un solo juez (el mismo que 
sea competente para conocer de la acción principal), y que ambas 
pretensiones (la de amparo y la de nulidad u otra) deben ser tramitadas en 
un solo proceso que tiene dos etapas: la del amparo, previa, y la 
contenciosa, la cual forzosamente cubre, en la decisión final, tanto la 
medida cautelar que inevitablemente perece en esa oportunidad, como el 
pronunciamiento judicial acerca de la nulidad solicitada. En otras palabras, 
si por las características analizadas el mandamiento de amparo se traduce 
única y exclusivamente en la suspensión provisional del acto recurrido en 
nulidad, la sentencia que decida ésta deja sin efecto aquella medida 
cautelar dictada en forma previa, tanto si el acto cuestionado es anulado 
como si es confirmado, porque, en uno u otro caso, carece ya de 
sustentación jurídica”. 
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A tal efecto, concluyó la Sala señalando que “la admisibilidad de este medio de 
protección constitucional debe estar al cumplimiento de los siguientes requisitos”: 

“[…] a) Deberá coexistir con otros medios procesales; b) Puesto que el 
amparo tiene propósitos cautelares, esto es, la suspensión temporal de los 
efectos del acto cuestionado mientras se decide sobre la legitimidad de 
aquél, su interposición ha de verificarse por ante el Tribunal al que 
corresponda conocer del medio procesal ejercido con tales fines; c) La 
solicitud deberá fundamentarse en la violación directa de un derecho o 
garantía constitucional, o en la amenaza de que ella se produzca; y d) El 
agraviado deberá comprobar que la violación constitucional difícilmente 
podrá ser reparada por la sentencia que juzgue sobre la ilegitimidad del 
acto. Así se declara”. 
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